Estrategia hacia la Erradicación de la Indigencia y Reducción de la Pobreza en el marco de la Política de Desarrollo Social del Uruguay.

1. Introducción

Desde marzo del 2005 Uruguay ha comenzado un proceso sostenido de reconstrucción y reconfiguración de su matriz de protección social. Desde la década de los 90 la sociedad uruguaya asistió a importantes cambios en el mercado de trabajo, la estructura de los hogares y en los perfiles de pobreza que dan cuenta de un cambio en su estructura de riesgos. 

La crisis experimentada a comienzos de la actual década profundizó los problemas asociados tanto al empleo (desempleo, subempleo e informalidad), como a los ingresos de los hogares (pobreza por encima del 30% e indigencia cercana al 5%), entre otros. Los efectos de dicha crisis se sintieron con mayor intensidad en los hogares con presencia de menores y con jefatura femenina, agravando los problemas de equidad generacional y de género.

El primer gobierno de izquierda en el Uruguay salió al encuentro de esta situación procurando, en forma inmediata, recomponer la protección a los sectores más pobres y vulnerables. Para ello le fue encomendado al – por entonces - recientemente creado Ministerio de Desarrollo Social el despliegue, en forma coordinada con otras instituciones públicas y organizaciones sociales involucradas en su implementación, del Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social (PANES). 

El PANES cubrió, durante los dos años y medio de ejecución, a cerca de 100 mil hogares y 350 mil personas en situación de indigencia o extrema pobreza. 

Siguiendo la estructura de otros programas que se venían implementando en la región con objetivos similares, el PANES tuvo un componente de transferencia condicionada de ingresos, acompañada de un abanico de programas sociales asociados que abarcaron acciones en salud, vivienda, trabajo, educación, etc. 

Acorde a la concepción de un gobierno de izquierda, en plena ejecución del PANES (mediados del año 2006) y a instancias del Presidente de la República, el MIDES comienza el diseño del Plan de Equidad. 

El mismo fue, desde su concepción, un paso sustantivo en la reconfiguración del sistema de protección social uruguayo. Así como el PANES fue el esfuerzo ético y de justicia social para recomponer las mínimas condiciones en el ejercicio de derechos de los hogares en situación de extrema vulnerabilidad, el Plan de Equidad marcaba el rumbo de la reconfiguración -en forma sostenida y permanente- de la matriz de protección social del Uruguay. 

El Plan de Equidad fue y es una iniciativa de mediano y largo plazo que pretende generar un sistema renovado de bienestar y asistencia social. Ha articulado un conjunto de reformas sectoriales de carácter estructural y transversal (tributaria, salud, educación, equidad de género, entre otras), acompañadas con un eje específico de atención a los riesgos asociados a las condiciones de pobreza de la población. Este segundo componente del Plan de Equidad fue el denominado “Red de Asistencia e Integración Social”. 

El Plan de Equidad tuvo y tiene como marco institucional de referencia a todos los organismos públicos involucrados en materia de política social, lo cual generó el necesario reposicionamiento institucional del MIDES, requiriendo una mayor dedicación a su rol de coordinador y articulador de las políticas sociales, a la vez que continúa implementando en forma directa programas sociales que tiene bajo su responsabilidad. 

La nueva institucionalidad pública de la coordinación y articulación de las políticas sociales en el pasado quinquenio sentó las bases de un relacionamiento diferente entre los organismos e instituciones públicas generando las condiciones para que se trabajara en el desarrollo de políticas de largo aliento; encontrando al MIDES como actor relevante en la gestión de dicha coordinación y articulación interinstitucional. Ejemplos de ello fueron las diseñadas e implementadas para enfrentar las desigualdades y discriminaciones que afectan a las mujeres y que promuevan la igualdad de oportunidades a partir de la elaboración y puesta en marcha del Primer Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos; el diseño de la Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescencia 2010 -2030 y la posterior elaboración de su primer Plan Quinquenal asociado (2010-2015), asimismo, a finales del pasado quinquenio culminó el proceso de elaboración de las bases para un Plan Nacional de Juventud. 

En la actualidad la coordinación y la articulación interinstitucional para el diseño e implementación de políticas sociales ha dejado de ser una mera expresión de deseos para convertirse en una realidad tangible sobre la cual hay que seguir trabajando y profundizando en el sector público y en la relación de éste con la sociedad civil, en la expresión más abarcativa del término. 

En este contexto de política, el MIDES queda, desde el punto de vista institucional, en un escenario de oportunidades en lo que refiere al cumplimiento de sus cometidos sustantivos. Cuenta con el reconocimiento de otros actores públicos y privados, respecto a su capacidad de diseñar, implementar, monitorear y evaluar programas y acciones dirigidas a la restitución de derechos de las y los ciudadanos, y en particular de los viven en hogares más vulnerables. Cuenta con un despliegue a nivel territorial que además le permite promover y sostener procesos participativos indispensables para el desarrollo de políticas sociales, habiendo avanzado sustantivamente en el proceso de construcción del rol gestor de la articulación institucional, aspecto este de importancia trascendental para continuar superando el endémico problema de la fragmentación, superposición de políticas y programas, así como el reposicionamiento del Estado como rector de la política social en general y de la nueva matriz de protección social en particular.  

Recién arrancado el segundo gobierno del Frente Amplio, los avances registrados en materia de restitución de derechos y atención a la población en situación de vulnerabilidad resultan evidentes. No obstante, tanto en el programa del Frente Amplio para el segundo gobierno y que la mayoría de los uruguayos apoyaron, como en los principales lineamientos estratégicos del Presidente José Mujica, se le da especial destaque a lo que queda por hacer: “eliminar la indigencia, bajar 10 puntos más la pobreza en el Uruguay, dar una respuesta efectiva a la situación crítica de precariedad habitacional, en definitiva disminuir la desigualdad”. 

Queda claro entonces que, en el segundo gobierno de la izquierda en Uruguay, se aplicarán nuevos esfuerzos para continuar atendiendo las situaciones más críticas, ya que su superación es condición necesaria para el desarrollo social con justicia y equidad. Continuar trabajando en las políticas estructurales de transformación de la matriz de protección social enmarcadas en el Plan de Equidad y en las restantes acciones desarrolladas en forma específica (Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos, Plan de Juventudes, Estrategia Nacional de Infancia y Adolescencia, etc.), requiere, como parte de dicha estrategia reducir la desigualdad, erradicar la indigencia, bajar la pobreza y mejorar la habitabilidad de los hogares.

2. Estrategia para Erradicar la Indigencia y Reducir la Pobreza. 

2.1 Estado de situación

Mucho queda por hacer aún para terminar con la indigencia. Aunque la indigencia propiamente dicha bajó de un 4% en el 2004 a un 1,6 % en el 2008, la población vulnerable a la situación de indigencia es de alrededor del 5% del total de la población, lo que equivale a unas  160.000 personas, de las cuales más de 90.000 son menores y viven en algo más de 30.000 hogares.

Esta población es a todas luces, y bajo cualquier acepción del concepto “desarrollo social”, población objetivo para la iniciativa propuesta en este documento y tiene ciertas características que deben ser consideradas en las propuestas concretas de abordaje que se elaboren: 

1- Se concentra en hogares en promedio más numerosos que la media general de los hogares (algo más de 4 personas por hogar). 

A pesar de ello existen muchos casos de personas solas que producto de situaciones sociales y personales (situación de calle, psicopatologías, consumos problemáticos de sustancias)  se encuentran en situación de indigencia. 

2- Está compuesta por un número mayor de menores en términos relativos que el resto de la población (cerca del 60%).

3- Un 1.5% del total de las mujeres del Uruguay viven por debajo de la línea de indigencia (24.500 mujeres aproximadamente) y los afrodescendientes en situación de indigencia duplican las cifras del total de la población

4- Los adultos que la integran tienen bajo nivel educativo, los menores  abandonan tempranamente el sistema educativo (en general antes de haber culminado el ciclo básico de educación media), 

5- Presenta niveles relativamente altos de desocupación y que, en relación al mercado de trabajo, resultan “inempleables” en el corto plazo.

En función de todo lo antes dicho presenta altas probabilidades de no salir de la pobreza extrema por sus propios medios sin un apoyo importante. 

2.2 ¿Cómo trabajar para el objetivo de “erradicar la indigencia y disminuir la pobreza”? 

Para terminar con la indigencia hay una enorme variedad de caminos que necesariamente deben combinar medidas de carácter coyuntural que salgan al encuentro inmediato de la problemática, con medidas estructurales que le otorguen sustentabilidad al proceso y sostengan en el mediano y largo plazo las condiciones de inclusión social. 

A favor de esta propuesta están los acumulados del trabajo realizado en el quinquenio anterior y que fueron señalados en apartados anteriores. En efecto, el PANES y el componente de Red de Asistencia e Integración del Plan de Equidad brindan una cantidad significativa de ejemplos relativos a la necesidad de la articulación de servicios implementados desde diferentes organismos públicos y de apoyos de diversa índole (de protección a la primera infancia, a situaciones de especial vulnerabilidad, educativos, de salud, de empleo, etc.), incluido claro está la transferencia de ingresos para la restitución de las condiciones materiales de los hogares. 

El trabajo con cada situación, generando propuestas ajustadas a la realidad de cada uno de los hogares debe ser el paradigma de trabajo con esta población. La intervención dirigida a las situaciones de indigencia requiere un adecuado diagnóstico que permita identificar los derechos que no logran ser ejercidos por dicha familia, operar eficazmente sobre sus causas y romper el círculo de pobreza extrema.

De esta forma se logrará mejorar las capacidades para su inclusión efectiva en los programas y políticas de carácter universal, que hasta el momento han mostrado dificultades para incorporar plenamente a la población en extrema vulnerabilidad. 

Desde un enfoque de derechos y no discriminación, y según establecen los compromisos políticos del presente gobierno, se impulsarán "acciones afirmativas para la integración plena de la población afrouruguaya", incorporando la dimensión étnico-racial en el diseño de instrumentos específicos de implementación de este plan.

2.3 Ejes de intervención de la propuesta de erradicación de la indigencia y reducción de la pobreza

Para trabajar con cada una de las familias es necesario contar con una batería de herramientas (programas) que permitan trazar una estrategia adecuada frente a cada situación identificando responsabilidades de quienes corresponda, tanto de las instituciones proveedoras de servicios como de las propias personas participantes.

Los ejes principales que deberá contener esta propuesta - debidamente cruzados por un enfoque de género que garantice el desarrollo equitativo de las personas - apuntan a trabajar no sólo sobre la condición de vulnerabilidad de indigencia sino sobre las causas, generando activos para salir en forma definitiva de esta condición.

a) Transferencias Monetarias

b) Socio educativo para la generación de ingresos por actividad laboral

c) Sistema de cuidados 

d) Inclusión a la educación formal

e) Mejora de la vivienda y el hábitat

Claramente trabajar en estos ejes supone:

a) Fortalecer la coordinación y articulación interinstitucional, en el entendido que por el acumulado y por los programas que se vienen implementando en cada uno de estos ejes hay mucho para hacer y aportar desde todos los organismos públicos.

b) Profundizar la articulación y coordinación al interior de cada una de las instituciones, lo que obviamente incluye al propio MIDES.

c) Readecuar la territorialización del las políticas sociales, a favor de la creación y/o consolidación de las redes locales de protección social, dando coherencia, eficiencia y sostenibilidad al trabajo a desarrollar.

2.4 Instrumentos asociados a los ejes de intervención.-

a) Transferencias Monetarias

Tal como fuera señalado en reiteradas oportunidades, la erradicación de la indigencia requiere mejorar las condiciones materiales de los hogares en situación de extrema vulnerabilidad. Para ellos es ineludible contar como parte de la propuesta, con transferencias de ingresos a dichos hogares. Desde el punto de vista instrumental existen varias opciones alternativas, no necesariamente excluyentes entre sí:

· Asignaciones Familiares del Plan de Equidad (AFAM - PE): En tal caso, se deberá aumentar las transferencias a hogares en situación de indigencia. Esto requiere de un acuerdo interinstitucional para modificar la normativa vigente, cuando no quizá alguna iniciativa legislativa. 

· Tarjeta Alimentaria (TA): La tarjeta de alimentación se presenta como alternativa válida respecto de las AFAM del Plan de Equidad. Tiene una mejor focalización ya que está dirigida fuertemente sobre la población vulnerable (abarca a los 80 mil hogares más pobres con presencia de menores de 18 años), en tanto la cobertura de Asignaciones Familiares del Plan de Equidad supera en mucho la cobertura de las tarjetas alcanzando incluso a población que no está en situación de pobreza. La TA es implementada directamente por el MIDES y cualquier modificación en dicho programa (montos, franjas específicas, etc.) no requiere de iniciativas legislativas; por tanto de rápida implementación.

· Asistencia a la vejez: Este instrumento fue creado por el Plan de Equidad para atender a población adulta (de 65 a 70 años) en situación de indigencia. En la actualidad cubre a cerca de 3.000 beneficiarios. Sostenerlo y ajustarlo puede resultar en un buen complemento de la TA.

· Transferencias Específicas (Becas): Mediante este instrumento de transferencias podrían atenderse situaciones específicas de vulnerabilidad alta, que sirvieran para recomponer el ejercicio de derechos. Por ejemplo, se trata de ajustar y mejorar los algunos de los programas actuales de becas específicas para promover la vinculación y sostenimiento en el sistema educativo de niños/as y adolescentes.  

b) Acciones socio-educativas para la generación de ingresos por actividad laboral

Este eje resulta ser uno de los principales dentro de la propuesta de erradicación de la indigencia. El rol del trabajo remunerado, la formalización y protección de la seguridad social está lo suficientemente documentada, así como los requerimientos en capacitación y formación desarrollados en simultáneamente e integrados a la propuesta.

Por tal motivo es necesario producir un proceso de acumulación material y/o cultural que redunde en adquirir alguna forma de capital que mejore sus perspectivas de desempeño autónomo en el mercado laboral y que permita un acceso útil y oportuno a bienes y servicios que la sociedad provee por múltiples formas.

Nuevamente el trabajo realizado para el Plan de Equidad provee el acumulado interinstitucional (fruto del trabajo realizado por el MTSS, BPS, MIDES, entre otros) suficiente como para desarrollar e implementar en forma rápida distintos instrumentos que permitan definir programas específicos en este plano. A modo ilustrativo, este eje deberá comprender acciones tales como: (i) Uruguay Trabaja: Línea de trabajo realizada desde el MIDES con otros organismos públicos; (ii) Uruguay Integra; (iii) Emprendimientos Productivos; (iv) Cooperativas Sociales, (v) Objetivo Empleo; (vi) Proimujer, etc.; a todos ellos deberá seguramente que reformularlos para adaptarlos a la población objetivo.

c) Sistema de cuidados 

En el marco de este Plan, y atendiendo a las características prevalentes identificadas en la introducción, será necesario contar con propuestas concretas para los cuidados y atención a la primera infancia desde el inicio de la gestación.

Por lo tanto será imprescindible aumentar la cobertura y mejorar la calidad de atención a la primera infancia, por ejemplo mediante modalidades de Centros CAIF en tiempo extendido, ampliación del Programa Aduana de ASSE y acciones específicas para la captación temprana de las mujeres embarazadas, que comprometan también a las IAMC a través de metas prestacionales. En forma adicional y complementaria a las señaladas precedentemente, se deberá poner en práctica otros instrumentos que aseguren una mejora sustantiva en el estado nutricional de niños y niñas desde el momento de su gestación.

Queda claro que estos ejes suponen nuevamente profundizar y mejorar el trabajo articulado del INAU (incluido el Plan CAIF), el MSP, ASSE, el MEC, el MIDES entre otros; no sólo para asegurar que la expansión se haga privilegiando las zonas y territorios priorizados, sino para que en lo inmediato se logren los cupos para las familias que formen parte del Plan. 

Una situación algo más compleja existe con el cuidado y la educación para la población discapacitada en extrema pobreza. La misma debe ser atendida por un programa nacional para la discapacidad que esté centrado en el desarrollo máximo de capacidades para la integración y de adaptación de infraestructuras para el acceso universal a bienes y servicios, y en los casos que corresponda al mundo del trabajo. 

Si bien en el combate a la indigencia y a la pobreza se priorizará a la infancia y a las personas con discapacidad, en el marco de la profundización del Plan de Equidad como nueva matriz de protección social, el Sistema de Cuidados tendrá una vocación universalista de largo plazo, basada en un enfoque de derechos, integrando también a las personas adultas mayores que requieran cuidados dado el proceso de "envejecimiento del envejecimiento" que se vive hoy en el país.

Nuevamente el MIDES queda convocado para esta tarea como uno de los principales actores a través de su de Política Social.

d) Inclusión a la educación formal

Es necesario mejorar la calidad educativa que reciben los niños y niñas pertenecientes a los hogares más vulnerados. Por ello se deberá extender programas y acciones que fueron impulsadas desde el Plan de Equidad. En efecto esta propuesta deberá incluir la expansión de escuelas públicas en tiempo extendido, el aumento de la cobertura del Programa de Maestros Comunitarios, entre otras acciones dirigidas a la enseñanza primaria.

En enseñanza media será necesario continuar trabajando con propuestas vinculadas a la revinculación a la enseñanza (por ejemplo; Programas de Aulas Comunitarias, Programa de Formación Básica Profesional Comunitario, etc.) o sostenimiento de los y las adolescentes en el sistema educativo (Programa de Impulso a la Universalización del Ciclo Básico, Programa de Formación Básica Profesional) con un conjunto de programas de inserción social para adolescentes y jóvenes a través del deporte, la cultura, el arte y fundamentalmente el trabajo.

Al igual que en el caso anterior, queda claro que estos ejes suponen una fuerte articulación entre el MEC, ASSE, el MTD, el INAU, el MIDES, la ANEP y sus desconcentrados no sólo para asegurar que la expansión se haga privilegiando las zonas y territorios priorizados, sino para que en lo inmediato se logren los cupos para las familias que formen parte del Plan. 

e) Mejora de la vivienda y el hábitat

No es posible operar una verdadera transformación de la situación social de las personas que viven en hogares vulnerables de indigencia sin tener en cuenta las condiciones de  en donde se construye la vida cotidiana. Los problemas de hacinamiento y riesgo sanitario, el frío, la falta de luz y los problemas de acceso presentan por sí solos barreras infranqueables para la superación de las situaciones planteadas. No es posible que un menor haga sus deberes escolares diariamente conviviendo en una pieza con 4 o 5 personas más, soportando el frío del invierno en una casa sin cerramientos adecuados. 

En este eje la articulación con el Plan Habitacional resulta clave, y la presente propuesta puede ayudar no sólo como un instrumento de focalización para dicho Plan sino como soporte que le de sustentabilidad social al mismo, durante su implementación en la zona o barrio y luego de que la misma finalice.

2.5 Modalidad de Intervención.-

La presente propuesta esta referida principalmente al MIDES, pero en la medida en que este ministerio tiene el cometido de coordinar las políticas sociales, refiere a programas y acciones llevadas adelante por otros organismos. 

Se propone que las unidades de intervención sean el territorio y las familias.

A nivel territorial, las acciones a emprender deben organizarse a partir de la comprensión de cuáles son los principales problemas que afectan a la población en una zona determinada, y la identificación de cuáles son los recursos con que ya cuenta en ella.

Esto es así por dos razones. Primero, porque las redes locales y los activos disponibles son determinantes tanto de las situaciones de exclusión como de las posibles vías de salida –el territorio es un mediador entre lo macro y lo individual. Segundo, porque la coordinación interinstitucional no se puede realizar en abstracto, sino con referencia a problemas concretos, y éstos se dan en un territorio. 

Sin embargo, lo anterior no significa dejar de tomar al hogar, a la familia y al individuo como unidades de intervención. Por el contrario, individuo, hogar, familia y territorio se implican como niveles sucesivos, y la intervención en cada nivel debe ser coherente con la realizada en los otros ya que cada una incide en los demás.

2.5.1 Organización: estructura y funciones.

A nivel institucional la instancia superior responsable del diseño y evaluación de las políticas sociales es el Gabinete Social. El mismo está integrado por los ministerios correspondientes, y elabora las líneas a ser implementadas en instancias subordinadas.

Por debajo del Gabinete, se encuentra el Consejo Nacional de Políticas Sociales. Su función es la articulación y coordinación así como trazar las principales líneas de implementación de las orientaciones emanadas del Gabinete. 

El tercer nivel está constituido por las Mesas interinstitucionales compuestas por organismos estatales a nivel local. Estas tienen el cometido de articular las políticas sociales en un departamento, lo que no eliminan otros espacios de coordinación interinstitucional existentes hasta el momento. 

Las Mesas Interinstitucionales están coordinadas por el Coordinador Territorial (CT) o Delegado Territorial del MIDES, el cual tendrá entre sus tareas impulsar el desarrollo de cabildos abiertos a nivel departamental, de modo de rendir cuentas desde las Mesas Interinstitucionales a la población en general invitando a los Consejos Sociales a participar de los mismos. De esta manera se abre una oportunidad para que la población se exprese y pueda hacer aportes para la construcción de la agenda del año siguiente.

A su vez, el Coordinador Territorial dirige la Oficina Territorial (OTE), compuesta por un soporte técnico administrativo mínimo para su tarea. En primera instancia compuesto por un técnico y un administrativo por Oficina. 

Finalmente, la planificación y coordinación de la implementación concreta de las políticas en el territorio estaría a cargo de Unidades Técnicas, las que se integrarían a los equipos de las OTEs. Estas Unidades deberán contemplar y reforzar las decisiones tomadas a nivel de las Mesas Interinstitucionales. Las que estarán conformadas con técnicos de las OTES, los referentes territoriales de INFAMILIA, de INJU e INMUJERES así como de todos los programas que implementa el MIDES en territorio. Dichas Unidades Técnicas desarrollarán un plan de trabajo único del MIDES en los territorios y trabajarán coordinadamente con técnicos de otras instituciones, públicas y privadas, estatales y no estatales, que trabajen en la zona.
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Así, la Unidades Técnicas serán las encargadas de adecuar la configuración de intervenciones que desde el MIDES se realizarán en la zona, la cual se coordinará con el resto de las instituciones y organizaciones sociales. Además, las Unidades Técnicas será las encargadas de planificar, coordinar y dirigir a los equipos de atención familiar establecidos, articulando y coordinando con los técnicos de los demás organismos, respetando los cometidos e intervenciones de cada institución representados en las Mesas Interinstitucionales. 

A nivel familiar, debe asegurarse la disponibilidad de los recursos de atención a nivel personal, familiar, social, y económico de las familias más vulnerables, considerando que las respuestas no pueden ser homogéneas, sino que tienen que ajustarse a necesidades que varían en diferentes momentos y etapas, según las problemáticas específicas de cada integrante del núcleo. Asimismo, debe incorporarse en el tiempo de la intervención, el hecho de que los procesos de cambio son progresivos y, en principio, frágiles, lo que implica tener en cuenta y abordar los momentos que se presentan como retrocesos en cuanto a logros obtenidos.  

El trabajo con este grupo de población, requiere de la existencia de operadores capaces de generar y sostener en forma intensiva, itinerarios particulares de trabajo para cada una de las familias, con fases articuladas, y en base a acuerdos de trabajo, con metas cortas y evaluables. 

Se requerirá en un primer momento, disposición a contactar con el núcleo familiar, de modo de ingresar a su espacio significativo, habilitando a la construcción de una propuesta. Luego de esta etapa de captación, los operadores se constituirán en referentes confiables, organizadores de actividades, a las cuales las familias se incorporan. Finalmente, debe trabajarse para un “relevo” de referencias, que permita dar continuidad a los logros obtenidos en el trabajo, incorporándose a otras propuestas y espacios, y evitando situaciones de dependencia (desde las familias, pero también desde el operador que muchas veces bloquea la entrada de otros significativos). 

Se concibe que la solución al problema requiere de una variada gama de opciones realmente articuladas, que habilite referencias y contrarreferencias, así como posibilidades de entradas y salidas diseñadas a medida para cada familia. Las prestaciones, deben cubrir una serie de áreas ligadas a lo individual (recreación, educación, salud, trabajo, desarrollo afectivo, etc.), y al contexto familiar y social, partiendo de un enfoque integral, evitando reduccionismos de tipo psicológico, jurídico, médico, económico o moral. Los servicios específicos a crear, deberán articularse a la red de recursos de asistencia ya existentes o proyectados, tanto a nivel de intervención comunitario territorial, o central. Debe tenerse en cuenta que la especificidad no debe conducir a la generación de “corredores” cerrados o aislados, que finalmente no habiliten a integraciones plenas a espacios de derecho.

La postulación de una metodología de proximidad, implica que los operadores referentes de cada núcleo familiar, asumen una fuerte responsabilidad e involucramiento ante las familias y las instituciones con las cuales contacta a través de las Unidades Técnicas. Esto sin embargo, no implica que dichos operadores, deba cargar “sobre sí mismo”, con la tarea de lograr espacios de inserción en otros servicios o propuestas. La experiencia indica que un modelo de atención como el que se plantea, donde ingresan actores diversos, debe partir y contar con acuerdos institucionales sostenidos y monitoreables para asegurar la real accesibilidad, así como la calidad de atención requerida.

�	 En este documento se han utilizado datos 2008, se debe considerar una pequeña atenuación en la gravedad del problema pues la indigencia ha bajado .3 puntos porcentuales por lo que el problema es algo menor (125.000 personas y 25.000 hogares)
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